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DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 893-07
BRASIL
21 de julio de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA: 
Paulo Veronesi Pavesi
PETICIONARIO:
Paulo Airton Pavesi 

VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 4, 5, 7, 8, 10, 11, 13, 14, 19, 24, 25, 28, 29 y 31 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”)
INICIO DE TRÁMITE:


23 de junio de 2008
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El peticionario denuncia que el 19 de abril de 2000, su hijo Paulo Veronesi Pavesi, de 10 años de edad, sufrió un accidente y fue llevado al Hospital Pedro Sanches, en la ciudad de Poços de Caldas, estado de Minas Gerais. El niño fue sometido a exámenes y una cirugía, siendo después llevado a la Unidad de Terapia Intensiva (“UTI”) e inducido a coma, permaneciendo bajo cuidados del médico responsable.  Aduce el peticionario que el 20 de abril de 2000 un médico neurólogo declaró el estado de salud de la presunta victima lo conducía a una vida vegetativa y que su posibilidad  de sobrevivir era mínima.  En dicho momento, el peticionario expresó su intención de que los órganos de su hijo fueran donados, en caso que se determinara su muerte encefálica.
2. Una hora después, relata el peticionario, el médico neurólogo comunicó a la familia sobre la muerte de la presunta víctima, y contactó la Central de Transplantes “MG SUL TRANSPLANTES”.  Sin embargo, cuando el médico encargado de la misma examinó a la presunta víctima, constató que había flujo sanguíneo en el cerebro del niño y que no estaba muerto.  El peticionario alega que su hijo fue nuevamente llevado a la UTI.  El día siguiente, por la mañana, el médico decidió trasladar la presunta víctima al Hospital “Santa Casa de Misericórdia”, toda vez que el Hospital Pedro Sanches no estaba autorizado a realizar retiradas de órganos.  En el nuevo hospital, la presunta víctima fue sometida a otro examen, el que habría verificado su muerte cerebral.  En seguida, sus órganos fueron retirados para transplante y su cuerpo fue sepultado el 22 de abril de 2000.
3. El peticionario sostiene que su hijo fue asesinado, toda vez que la central de transplantes fue accionada antes de confirmarse su muerte cerebral.  Según el peticionario, la central de transplantes consideró que la presunta víctima era un potencial donante y en seguida, interrumpió todos los procedimientos y soporte a la vida, con lo que se eliminaron sus posibilidades de recuperación.  Según el peticionario, hubo adulteraciones y extravío de documentos; violación de la fila de transplantes; incongruencia entre las declaraciones de los médicos; falta de autorización de algunos médicos para realizar transplantes; y presión política para no investigar y sancionar los responsables.  El peticionario acusa a los médicos involucrados en el tratamiento de su hijo (y transplante de sus órganos), el alcalde de Poços de Caldas, diputados, miembros del Ministerio Público Federal y funcionarios del Hospital “Santa Casa de Misericórdia” de ser parte de una “mafia de transplante de órganos”.

4. Conforme al peticionario, pese a sus reiteradas denuncias respecto del asesinato de su hijo, los hechos no han sido investigados.  Agrega el peticionario que él ha sufrido presiones en virtud de sus denuncias, lo que ha resultado en que él y su familia se hayan mudado a Italia, en donde han requerido asilo político.
II. POSICIÓN DEL ESTADO
5. En respuesta al reclamo del peticionario, el Estado sostiene que la petición es inadmisible en tanto no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna como lo establece el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Según el Estado, tras solicitud del Ministerio Público Federal (“MPF”), y en virtud de las denuncias del peticionario, la Policía Federal instauró una investigación (Inquérito Policial) a fin de averiguar los hechos y determinar si la muerte de la presunta víctima fue natural.  Dicha investigación resultó, conforme al Estado, en que el MPF ofreciera una denuncia penal el 17 de mayo de 2001 por homicidio doloso calificado contra los cuatro médicos que lo habían tenido a su cargo.  Asimismo, alega el Estado que el Ministerio Público Federal también inició una investigación de carácter civil (Inquérito Civil Público) que conllevó a que la “Santa Casa de Misericórdia” perdiera su licencia para realizar transplantes de órganos.  Dicha investigación también resultó en la interposición de una acción civil por improbidad administrativa (Ação Civil Pública de Improbidade Administrativa) contra el Secretario de Salud y otras autoridades estaduales.
6. Según el Estado, se inició primeramente un proceso penal en la justicia federal, en virtud de tratarse de un supuesto crimen relacionado a la prestación de servicios de salud por la Unión Federal a través de sus hospitales.  Dicho proceso fue eventualmente suspendido para que el Superior Tribunal de Justicia (“STJ”) determinara si la competencia del caso era de la justicia federal o de la justicia estadual de Minas Gerais, mediante un “incidente de conflicto de competencia” (CC Nº 103.599 – MG).  Alega el Estado que el STJ determinó que el supuesto homicidio de la presunta víctima debería ser juzgado por la justicia estadual y, el 12 de noviembre de 2009, el proceso fue encaminado al Juez de la 1ª Comarca Criminal de Poços de Caldas.  Agrega el Estado que, en diciembre de 2010, fue emitida una sentencia de Pronúncia contra los acusados, en al que se determinó que había indicios suficientes para llevarlos a juicio ante un tribunal de jurado por homicidio doloso.

III. 
TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. La CIDH recibió la petición el 10 de julio de 2007.  El peticionario envió comunicaciones adicionales los días 4, 20 y 28 de noviembre de 2007, 8 de febrero de 2008, 24 de marzo de 2008, y 26 de abril de 2008.  El 23 de junio de 2008, la Comisión Interamericana transmitió las partes pertinentes de las comunicaciones del peticionario al Estado para que presentara su contestación.
8. El peticionario envió información adicional en las siguientes fechas: 9, 14, 24, 25, 29 y 30 de julio de 2008; 1, 2, 7, 11, 15, 20, 23 y 30 de agosto de 2008; 17, 18, 20 y 22 de septiembre de 2008.  Asimismo, el 19 de septiembre de 2008, el peticionario solicitó una audiencia ante la CIDH, durante su 133º período ordinario de sesiones, fuera del plazo reglamentario establecido en el artículo 62.2 del entonces vigente Reglamento de la CIDH
.  El 26 de septiembre de 2008 la CIDH comunicó al peticionario que su solicitud de audiencia había sido rechazada en virtud de su presentación extemporánea.
9. Mediante notas recibidas por la CIDH el 25 de noviembre de 2008 y el 9 de diciembre de 2008, el Estado presentó su contestación a esta petición.  Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.  El 11 de abril de 2009, el peticionario envió una comunicación en al que informaba sobre programas de televisión con reportajes sobre transplantes de órganos humanos; sin embargo, no se refirió a la contestación presentada por el Estado.  El peticionario también envió comunicaciones y/o solicitó información sobre el estado de su petición en las siguientes fechas: 27 y 28 de junio de 2009; 4 de noviembre de 2009; 15 de diciembre de 2009; 25 de enero de 2010; 19 de marzo de 2010; 21, 22, 23 y 30 de abril de 2010; 18 de mayo de 2010; 28 de junio de 2010; 4, 10 y 28 de julio de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasmitidas al Estado.
10. Por otra parte, el Estado envió información adicional en las siguientes fechas: 19 de marzo de 2010, 16 de julio de 2010, 24 de agosto de 2010, 7 y 22 de diciembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasmitidas al peticionario.
11. El 14 de diciembre de 2010, el peticionario solicitó “que se cancelara su petición”.  Posteriormente, el 8 de febrero de 2011, el peticionario presentó otra comunicación indicando que desde diciembre de 2010 había solicitado “que se anulara su denuncia” y reiteró su solicitud de “que se cancelara su denuncia lo más breve posible”, así como requirió una comunicación oficial comprobando lo anterior a fin de que él pudiera buscar otras instancias internacionales.  En seguida, la CIDH indicó al peticionario, mediante comunicación del 11 de marzo de 2001, que de acuerdo con el artículo 41 del Reglamento de la Comisión Interamericana, “el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición […]. La manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición […] si lo estima procedente…”

IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

12. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
13. Respecto al desistimiento, el artículo 41 del Reglamento de la CIDH señala que el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión Interamericana, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente.
14. En la presente petición, el peticionario ha solicitado reiteradamente que su petición sea “cancelada” por la CIDH y que se le notifique oficialmente dicha decisión.  Por su parte, el Estado alegó que la petición era inadmisible por la falta de agotamiento de los recursos internos.
15. En vista de la solicitud de desistimiento presentada por los peticionarios, de conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, así como con el artículo 48.1.b de la Convención Americana y el artículo 42 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide archivar la presente petición.
Dado y fimado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Assinado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero e María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión.

� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones y la votación sobre el presente informe, de conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH.


� Equivalente al artículo 64.2 del Reglamento de la CIDH actualmente vigente.





